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INTRODUCCIÓN 

 

Que, conforme al recurso de nulidad materia de análisis en el presente trabajo 

de suficiencia profesional, tenemos que se trataba de evitar un ataque actual 

e inminente del agraviado Juan Hernández Román hacia el acusado Michael 

Yoel Rojas Anampa; en ese sentido, y luego de evaluados los hechos en la 

suprema corte de justicia, tenemos que no existe evidencia tangible de que el 

primero haya agredido real y eficazmente al segundo.  

En ese mismo sentido, tenemos que de la prueba personal emerge que el 

segundo apuntó al primero en la cabeza con un arma de fuego y le disparó 

sin miramientos.  

Consecuentemente, conforme al razonamiento de la suprema corte de 

justicia, tenemos que no existe justificación para una acción tan violenta como 

la ejercida por el mencionado procesad, en ese sentido, no se aprecia un 

estado de defensa o cautela a un bien jurídico personal (vida o integridad 

jurídica) como consecuencia de una agresión ilegítima. 

Consiguientemente, teniendo en consideración los argumentos esgrimidos 

por el recurrente, tenemos que el recurso de nulidad interpuesto por el 

procesado Michael Yoel Rojas Anampa fue desestimado por la suprema corte 

de justicia; consecuentemente, la sentencia recurrida fue confirmada en 

cuanto a la condena, la pena y la reparación civil aplicada. 
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CAPITULO I.- Planificación del Trabajo de Suficiencia Profesional 

 

1.1. Título y descripción del trabajo 

 

Título del Trabajo 

 

El presente trabajo de suficiencia profesional lo he titulado: Análisis de 

sentencia recurso de nulidad expediente N° 2518-2017. 

Descripción del Trabajo 

El presente trabajo de suficiencia profesional lo he desarrollado en cuatro 

capítulos, el primero de ellos lo he dedicado a la planificación del mismo, 

en el esta parte he desarrollado el objetivo y la justificación de mi 

investigación y al mismo tiempo, he definido el nombre de mi trabajo. 

Posteriormente y dentro del segundo capítulo de mi trabajo, lo he 

dedicado al desarrollo del marco teórico de mi investigación, en ella he 

desarrollado el itinerario del recurso de nulidad en primera y segunda 

instancia. 

Dentro del tercer capítulo que he denominado de actividades 

programadas, analizaremos propiamente los resultados del itinerario del 

proceso en la suprema corte de justicia y finalmente efectuaremos un 

análisis de todo el proceso propiamente dicho. 

Finalmente, estableceré los resultados obtenidos como consecuencia de 

mi análisis al recurso de nulidad en estudio, posteriormente estableceré 

algunas conclusiones y finalmente ensayaré algunas recomendaciones de 

importancia para el lector.     
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1.2. Objetivos del presente trabajo 

 

Que, los medio de prueba, así como el correcto análisis de los elementos 

probatorios ofrecidos por las partes procesales juegan un papel de suma 

importancia a efectos que los órganos jurisdiccionales puedan darle 

soporte a sus respectivas resoluciones, en ese sentido, conforme a los 

lineamientos establecidos en la propia constitución del estado, queda 

claro que todas las resoluciones judiciales deben de ser debidamente 

motivadas; y esta motivación sólo se logra analizando debidamente la 

prueba ofrecida a lo largo del itinerario del proceso penal. 

 

1.3. Justificación 
 

Que, los principios constitucionalmente consagrados referidos al debido 

proceso, a la motivación de las resoluciones judiciales y al derecho de 

defensa, guardan especial relevancia con el análisis debido de los medios 

probatorios ofrecidos por las partes dentro del proceso penal; en ese 

sentido, no sólo los justiciables deben de permanecer atentos al desarrollo 

y evaluación de los medios probatorios, sino que los órganos de justicia 

deben de evaluar debidamente los medios de prueba ofrecidos en el 

proceso a efectos de justificar válidamente su decisión conforme a los 

requerimientos de la debida motivación de las resoluciones judiciales. 

El derecho a probar, se encuentra implícitamente contemplado dentro de 

la constitución, por cuanto, no existe un debido proceso, si las pruebas 

ofrecidas en juicio no son debidamente valoradas. 
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CAPITULO II.- Marco Teórico 

         

2.1 Del itinerario del proceso en primera instancia. - 

Que, conforme al desarrollo de los hechos materia del presente proceso, 

tenemos que aproximadamente a las trece horas, cuando el agraviado 

Juan Hernández Román se dirigía a saludar a un grupo de amigos que 

estaban en la losa deportiva ubicada en el asentamiento humano 

Veinticinco de Febrero, en la provincia constitucional del Callao, fue 

impactado en la cabeza por un proyectil de arma de fuego disparado por 

el imputado Michael Yoel Rojas Anampa, alias “Cacharata”, quien también 

se encontraba en dicho lugar. Las lesiones ocasionadas fueron 

traumatismo encéfalo craneano grave, según el diagnóstico expedido por 

el médico de emergencia del Hospital Nacional San José.  

Que, dentro de este con texto, debido a la gravedad de las heridas, fue 

conducido al Hospital Nacional Daniel Alcides Carrión en donde el 

agraviado falleció el dieciocho de octubre de dos mil doce. 

En principio, constituye un hecho probado e incontrovertible la forma y 

circunstancias de la muerte del agraviado Juan Hernández Román, cuyo 

deceso se produjo, a tenor del Protocolo de Necropsia número cero tres 

seis cuatro del dos mil doce y del certificado respectivo por traumatismo 

encéfalo craneano severo por herida penetrante, y tuvo como agente 

causante proyectil de arma de fuego de pequeño calibre, todo ello en 

conexión con el Dictamen Pericial de Biología Forense. 
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Que, el imputado Michael Yoel Rojas Anampa, en la fase de instrucción y 

en el juicio oral, reconoció que su apelativo es “Cacharata” y que 

momentos previos al homicidio tuvo una pelea con la víctima Juan 

Hernández Román, a quien le reclamó el pago de una deuda pendiente, 

adujo que sufrió una fractura de nariz, a pesar de ello precisó que este 

último fue quien sacó un arma de fuego e intentó dispararle un proyectil; 

sin embargo, debido a un forcejeo, se produjo un disparo y la bala le cayó 

en la cabeza al citado agraviado, Aseveró que, luego de lo ocurrido, se 

retiró corriendo por miedo. Afirmó que, de su parte, no hubo intención de 

disparar, además, admitió que los hechos fueron presenciados por varios 

testigos. 

En este orden de ideas, tenemos que converge el Dictamen Pericial de 

restos de disparo por arma de fuego que acreditó que la víctima Juan 

Hernández Román no ejecutó disparo alguno, consecuentemente, en la 

mano derecha e izquierda arrojó resultado negativo para plomo, antimonio 

y bario. 

Por otro lado, tenemos que concurren las declaraciones producidas en 

sede sumarial, con presencia del representante del Ministerio Público, y 

en el juicio oral, de seis testigos, tres de ellos directos y tres referenciales, 

es decir: Guiusseppe Bonilla Medina, Edgar Armando Cerrón Mendívil, 

Eder Andy Cerrón Mendívil; Eucebio Adelberto Camones Ríos; Nathaly 

Mercedes Herrera Pizarro y Estela Román Bedia. 
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El primero, el segundo y el tercero precisaron circunstancias conexas e 

inequívocas respecto a que el autor de la muerte fue el procesado Michael 

Yoel Rojas Anampa, sea porque lo vieron efectuar el disparo mortal en la 

cabeza del agraviado o, en su caso, porque escucharon la detonación 

respectiva y presenciaron su huida inmediata del escenario de acción 

llevándose consigo el arma utilizada, mientras que el cuarto, la quinta y la 

sexta ofrecieron un relato sincronizado con los órganos de prueba 

directos, puntualizando, entre otros aspectos, que entre el acusado 

Michael Yoel Rojas Anampa y la víctima se habían producido 

anteriormente enfrentamientos físicos (golpes de puño) debido a la 

rivalidad que surgió por una deuda monetaria. 

2.2 Del itinerario del proceso en segunda instancia. - 

Que, luego de revisado el caso en primera instancia, se interpuso el 

recurso impugnativo correspondiente, basándose la parte peticionante en 

los argumentos de la legítima defensa, regulada en el artículo veinte, 

numeral tres, del Código Penal, constituye una eximente de 

responsabilidad penal. En observancia del principio de legalidad 

sustantivo, como baremo inexorable al que está compelida la función 

judicial, la admisión, en el caso concreto, de dicho instituto jurídico está 

sujeta al cumplimiento de los requisitos estipulados legalmente: agresión 

ilegítima, necesidad racional del medio empleado y falta de provocación 

suficiente de quien hace la defensa. Conforme a la dogmática, la legítima 

defensa está guiada por dos principios: el interés del individuo en una 

efectiva protección de bienes jurídicos y la idea de la preservación del 
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derecho, es preciso recordar que el derecho no puede ni debe ceder ante 

lo injusto. 

Por agresión ilegítima puede entenderse la creación de un riesgo 

inminente para bienes jurídicos protegidos, legítimamente defendibles. La 

creación de este riesgo viene asociada por regla general a “un acto físico 

de fuerza o acometimiento material ofensivo”, pero también existiría 

agresión ilegítima en iguales casos en que se perciba “una actitud de 

inminente ataque o del que resulte un evidente propósito agresivo 

inmediato”, como pueden ser las actitudes amenazadoras y las 

circunstancias del hecho sean tales que permitan temer un peligro real de 

acometimiento, de tal suerte que la agresión ilegítima no siempre y 

necesariamente se identifica con una acto físico, sino que también puede 

provenir del peligro, riesgo o amenaza, siempre que sean inminentes. 

En lo atinente a la necesidad racional del medio empleado para impedir o 

repeler la agresión, cabe precisar que este se verifica en un doble sentido: 

como necesidad de defensa y necesidad del medio empleado; pero no 

simplemente como un juicio de proporcionalidad objetiva entre la clase o 

el tipo del medio empleado en la agresión y el empleado por el defensor, 

sino en atención a todas las circunstancias concurrentes, tanto con 

relación a la agresión como a la situación del que se defiende y a la forma 

en que lo hace, todo ello bajo las perspectivas de la que podría 

considerarse una reacción eficaz. En ocasiones no es posible una 

excogitación o elección de medios defensivos. 
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CAPITULO III.- Desarrollo de actividades programadas 

 

3.1. De la motivación del Recurso de Nulidad. - 

Que, teniendo en consideración la doctrina expuesta, en contraste con los 

hechos declarados probados, el Tribunal Supremo advierte que no se 

configura la legítima defensa, no se trataba, pues, de evitar un ataque 

actual e inminente del agraviado Juan Hernández Román hacia el 

acusado Michael Yoel Rojas Anampa, no existe evidencia tangible de que 

el primero haya agredido real y eficazmente al segundo, por el contrario, 

de la prueba personal emerge que el segundo apuntó al primero en la 

cabeza con un arma de fuego y le disparó sin miramientos. No existe 

justificación para una acción tan violenta como la ejercida por el 

mencionado procesado. De ahí que no se aprecia un estado de defensa 

o cautela a un bien jurídico personal (vida o integridad jurídica) como 

consecuencia de una agresión ilegítima. 

En clave de legalidad, el ánimo defensivo de una persona no legitima 

cualquier comportamiento externo de protección, sino solo aquellos que 

cumplan con los requisitos legalmente estipulados, por lo tanto, 

colocándonos en el supuesto de que, efectivamente, se hubiera producido 

una pelea (entendida, en sentido lato, como una “contienda”, “riña”, 

“combate” o “lucha”), tampoco se justifica que el sentenciado Michael Yoel 

Rojas Anampa, con el propósito de neutralizar algún ataque o agresión 

apremiante del agraviado Juan Hernández Román, desenfundara un arma 
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y le disparara una bala en una zona vital, tanto más si este no poseía 

algún objeto con entidad suficiente para atacarlo, por todo ello, no se 

verifica lo estipulado en el artículo veinte, numeral tres, literal a, del Código 

Penal. 

Finalmente, la calificación jurídica no ha sido materia de recurso y, por 

ello, se mantiene incólume, la pena impuesta, es decir, veinticinco años, 

se sujeta a los principios de legalidad, proporcionalidad y razonabilidad, 

se ha respetado al marco abstracto previsto en la norma penal aplicada 

que, conforme al artículo ciento ocho, numeral tres, del Código Penal, 

estriba entre quince, y treinta y cinco años de privación de libertad (este 

último extremo, en concordancia con el artículo veintinueve del 

mencionado código sustantivo). Se tuvo en cuenta la magnitud del hecho 

incriminado y que la vida constituye uno de los valores jurídicos de mayor 

importancia en el ordenamiento punitivo, consecuentemente estamos 

frente a la más elevada desvaloración del comportamiento humano, que 

fue desplegada sin contemplación alguna, poniendo en evidencia un 

gravísimo desprecio por la vida, entonces la sanción impuesta coincide 

con la pretensión punitiva del Ministerio Público. 

 

3.2. Análisis y crítica del Recurso de Nulidad. – 

Que, teniendo en consideración el marco legal establecido en el artículo 

20° inciso 3), del vigente código penal, podemos partir precisando que la 

denominada legítima defensa o causa de justificación, se sustenta en tres 
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pilares denominados agresión ilegitima, necesidad racional del medio 

empleado y falta de provocación suficiente; bajo esta primera línea de 

pensamiento y conforme a la doctrina, tenemos que el primer supuesto de 

configuración de la legitima defensa, es decir el de la agresión ilegítima, 

debe de ser actual e inminente de contenido doloso o culposo que vulnere 

cualquiera de los bienes jurídicos protegidos por ley mediante un peligro 

latente e inmediato de connotación antijurídica y que no tenga ningún tipo 

de justificación. 

Por otro lado, cuando nos referimos a la necesidad racional del medio 

empleado, la norma se está refiriendo específicamente a la forma y 

circunstancias en la que el agredido ejerce su defensa precisando el 

legislador que ésta defensa debe de ser necesaria, entendiéndose por 

necesaria que ésta sería la única forma que tenía el agredido de 

protegerse; y racional referida a la acción que utiliza el agredido para 

repeler el ataque en el sentido que ésta debe de ser lo menos dañosa 

posible. 

Por otro lado, refiriéndonos a la falta de provocación suficiente, ésta debe 

de ser entendida en el sentido de que el agredido no haya buscado la 

ofensa, y que el ataque a su persona sea injusto, inmerecido, siendo este 

aspecto el más importante ya que a partir de éste nace la necesidad de 

defenderse. 

Bajo esta primera línea de análisis tenemos que en el presente caso, el 

procesado Michael Yoel Rojas Anampa ha indicado que habría actuado 
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en legítima defensa, toda vez que el agraviado Juan Hernández Román 

tenía un arma y le habría intentado disparar, razón por la cual él ante dicho 

temor y frente al forcejeo que sostuvo con el occiso, es que luego de 

quitarle el arma al agraviado, le disparo, no teniendo la intención de matar 

agraviado; entonces frente a la postura del procesado, debo de partir 

precisando que para que una conducta sea considerada dentro de los 

parámetros de la legitima defensa o causa de justificación del delito, la 

acción del que repele la agresión debe de encontrase inmersa dentro de 

los tres requisitos antes señalados, situación que no se ha dado en el 

presente caso conforme paso a detallar: 

 

i. Agresión Ilegitima, se tiene que, de la declaración de tres testigos, 

establecen que ambos, procesado y agraviado habrían forcejeado y 

discutiendo previo al disparo que le quitó la vida al agraviado por el cobro 

de una deuda, es decir, se desvanece la agresión ilegitima. 

 

ii. Necesidad del medio empleado para impedirla; tenemos que, de la 

pericia de absorción atómica realizada al agraviado, su resultado fue 

negativo para bario, antimonio y plomo, es decir, nunca disparó el arma 

homicida, por ende, el procesado no tenía la necesidad primero de 

despojar y utilizar el arma en contra del occiso y menos dispararle a la 

cabeza. 
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iii. Falta de provocación suficiente, de la declaración instructiva del 

procesado, así como de las testimoniales descritas en la sentencia 

materia de análisis, no se evidencia que el occiso haya agredido al 

procesado salvo la referencia que éste último hace respecto de una 

fractura en la nariz supuestamente ocasionada por el occiso, por ende, no 

se evidencia que haya existido una provocación o ataque que justifique la 

reacción del procesado.  

La Constitución Política del Estado, en su artículo 2° inciso 23), considera 

como derecho fundamental la legítima defensa, sin embargo no la 

desarrolla por tratarse de una ley marco, sin embargo el código penal 

establece los parámetros de su aplicación como aparece en su artículo 

20° inciso 3), descartando la antijuricidad o ilegalidad de la conducta típica 

al no haberse creado un riesgo prohibido susceptible de sanción penal, 

presentándola más bien como una respuesta de autoprotección frente a 

conductas reprochables por la ley penal, dicha respuesta debe darse ante 

la posible afectación de un bien jurídico protegido por ley, sea propio o 

ajeno a efectos de que configuren las causas de justificación.  

La corte suprema, específicamente en el recurso de nulidad materia de 

análisis resolvió la tesis formulada por la defensa técnica del imputado 

respecto de la legitima defensa en el sentido que la conducta desplegada 

por éste, se encontraría coberturada por causas de justificación, en ese 

sentido se desprende de la sentencia materia de análisis que el procesado 

señaló que fue condenado por las declaraciones de testigos que 
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magnificaron los acontecimientos, es decir en relación a la entidad y 

suficiencia de la prueba de cargo (pericial y personal), y además sobre la 

actuación en legítima defensa que éste adujo, manifestando que sólo 

ofreció resistencia al tratar de despojar de su arma de fuego a la víctima 

para evitar ser agredido y en esas circunstancias salió un disparo de 

manera accidental que causó la muerte de este último.  

En relación a la entidad y suficiencia de la prueba de cargo (pericial y 

personal), se sustenta en que ésta fue directa y se mantuvo durante todo 

el proceso; en este sentido los testimonios de los seis testigos que fueron 

comprendidos en la investigación conforme al análisis desarrollado por la 

suprema corte, reflejaron la no existencia de contradicciones entre ellas; 

bajo esta línea de pensamiento la suprema corte también precisó que no 

se ha probado que los testigos hayan concertado voluntades para 

direccionar sus testimonios; por otro lado, el dictamen pericial de restos 

de disparo por arma de fuego, coincide con los testimonios de los testigos. 

Respecto a la eximente de responsabilidad definida como legítima 

defensa, no se evidencia de que la víctima haya agredido real y 

eficazmente al procesado, sin embargo, los testimonios prueban que este 

último apuntó al occiso en la cabeza con un arma de fuego y le disparó, 

en este sentido no se considera un estado de defensa o cautela a un bien 

jurídico protegido como es la vida o integridad jurídica como consecuencia 

de una agresión ilegítima, en consecuencia el procesado cometió el delito 

de homicidio calificado tipificado en el artículo 108° del Código Penal. 



20 

Que, conforme al desarrollo del recurso de nulidad realizado por la 

suprema corte, tenemos que se evidencian a nuestro entender una serie 

de deficiencias respecto de la actividad probatoria que en ella se 

establecen, por cuanto de la lectura de la misma se evidencia que el 

argumento central que utiliza la máxima instancia para confirmar la 

sentencia en contra del procesado se circunscribe a las declaraciones 

testimoniales de “amigos” de ambas partes; en ese sentido consideramos 

que estas declaraciones no resultarían concluyentes para determinar la 

responsabilidad penal del procesado por cuanto las referidas 

declaraciones podrían orientarse en favorecer o en contra de alguna de 

las partes inmersas en el presente proceso atendiendo a la amistad que 

los testigos podrían haber mantenido con los implicados en los hechos 

materia de investigación; por ello consideramos que la suprema corte 

debió abundar en la recopilación de indicios y material probatorio a efectos 

de enervar al cien por ciento el principio de presunción de inocencia que 

amparaba al procesado. 

Bajo esta primera línea de pensamiento tenemos que se encuentra 

acreditado que el agraviado murió a causa de un traumatismo encéfalo 

craneano severo ocasionado por proyectil de arma de fuego conforme se 

encuentra acreditado en el protocolo de necropsia practicado al occiso y 

que obra en el expediente. 

Por otro lado, también se encuentra acreditado que entre ambos sujetos 

procesales, vale decir procesado y occiso existían conflictos previos, sin 
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embargo conforme a la lectura de la sentencia materia de análisis, 

ninguna de las instancias aparentemente habrían abundado en  

esclarecer el fondo o motivo de dicho enfrentamiento, a excepción de la 

referencia que se precisa en la sentencia materia de análisis, de que dicha 

riña habría sido ocasionada por un tema de deuda entre agraviado y 

procesado; hecho que podría haber inducido a pensar que el procesado 

actuó bajo la modalidad de ajuste de cuentas. 

En ese mismo orden de ideas, tenemos que conforme a lo declarado por 

el procesado, señala que éste había sufrido una fractura en la nariz como 

consecuencia del enfrentamiento que sostuvo con el occiso momentos 

previos a la comisión del hecho criminal, lo que podría también haber 

inducido a pensar que el procesado actuó como consecuencia de dicha 

pelea y con el ánimo de venganza ultimando al agraviado; en ese sentido, 

bajo ninguno de los dos supuestos comentados, vemos que las instancias 

previas hayan orientado sus investigaciones, limitándose a ceñirse en las 

declaraciones de los testigos, tal y conforme lo hizo la suprema corte. 

En este orden de ideas, si bien dentro de los actuados obra una pericia 

de absorción atómica practicada al occiso en la cual se determina que 

éste no ejecutó ningún disparo con el arma homicida, las instancias 

previas no ordenaron se practique la misma pericia sobre el procesado 

para determinar que efectivamente fue éste quien ejecutó el disparo. 

Por otro lado, tenemos que no se procedió a recabar imágenes de las 

cámaras de seguridad de la zona que pudieran haber captado el momento 
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del homicidio o alguna imagen que corrobore la versión de los testigos o 

procesado o que por lo menos dichas imágenes releven o corroboren que 

se produjo un forcejeo entre el procesado y el occiso momentos previos a 

producirse el disparo. 

Por otro lado, no se evidencia que se haya cursado oficio a la SUCAMEC 

para determinar la procedencia del arma con la que se ejecutó el delito, 

asimismo tampoco se evidencia que se hayan recabado los antecedentes 

penales del procesado ni de agraviado, mucho menos la práctica de la 

pertinente pericia psicológica para determinar los rasgos psicológicos o 

quizás psicopáticos del procesado.  

Finalmente, debo precisar que ninguna de las instancias previas ni la 

suprema corte observaron que no se ordenó la realización de la 

correspondiente pericia balístico forense a efectos de determinar la 

trayectoria y distancia del disparo a efectos de corroborar o desvirtuar la 

versión del procesado a efectos de mejor fundamentar la condena 

impuesta en su contra a efectos de enervar suficientemente la presunción 

de inocencia que le asistió al procesado.  

Bajo la línea de pensamiento presentada y en atención a los argumentos 

expuesto previamente, consideró que la sentencia materia de análisis si 

bien concuerdo con su decisión, no concuerdo con su motivación ni con 

su razonamiento y mucho menos con la prueba empleada y su valoración, 

por cuanto solamente se ha tenido en consideración la declaración de seis 

testigos de los cuales solamente uno resultaría ser presencial de los 
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hechos, sin embargo atendiendo a la amistad que éste testigo habría 

tenido con el occiso o con el agraviado, su versión devendría en poco 

confiable, en ese extremo discrepo con la sentencia emitida por la 

suprema corte materia del presente análisis.    
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CAPITULO IV.- Resultados Obtenidos  

 

1. Que, teniendo en consideración el marco legal establecido en el artículo 

20° inciso 3), del vigente código penal, podemos partir precisando que la 

denominada legítima defensa o causa de justificación, se sustenta en tres 

pilares denominados agresión ilegitima, necesidad racional del medio 

empleado y falta de provocación suficiente; bajo esta primera línea de 

pensamiento y conforme a la doctrina, tenemos que el primer supuesto de 

configuración de la legitima defensa, es decir el de la agresión ilegítima, 

debe de ser actual e inminente de contenido doloso o culposo que vulnere 

cualquiera de los bienes jurídicos protegidos por ley mediante un peligro 

latente e inmediato de connotación antijurídica y que no tenga ningún tipo 

de justificación. 

 

2. Que, el Tribunal Supremo advierte que no se configura la legítima 

defensa, no se trataba, pues, de evitar un ataque actual e inminente del 

agraviado Juan Hernández Román hacia el acusado Michael Yoel Rojas 

Anampa, no existe evidencia tangible de que el primero haya agredido 

real y eficazmente al segundo, por el contrario, de la prueba personal 

emerge que el segundo apuntó al primero en la cabeza con un arma de 

fuego y le disparó sin miramientos. No existe justificación para una acción 

tan violenta como la ejercida por el mencionado procesado. De ahí que no 

se aprecia un estado de defensa o cautela a un bien jurídico personal (vida 

o integridad jurídica) como consecuencia de una agresión ilegítima. 
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3. Que, la calificación jurídica no ha sido materia de recurso y, por ello, se 

mantiene incólume, la pena impuesta, es decir, veinticinco años, se sujeta 

a los principios de legalidad, proporcionalidad y razonabilidad, se ha 

respetado al marco abstracto previsto en la norma penal aplicada que, 

conforme al artículo ciento ocho, numeral tres, del Código Penal, estriba 

entre quince, y treinta y cinco años de privación de libertad (este último 

extremo, en concordancia con el artículo veintinueve del mencionado 

código sustantivo). Se tuvo en cuenta la magnitud del hecho incriminado 

y que la vida constituye uno de los valores jurídicos de mayor importancia 

en el ordenamiento punitivo, consecuentemente estamos frente a la más 

elevada desvaloración del comportamiento humano, que fue desplegada 

sin contemplación alguna, poniendo en evidencia un gravísimo desprecio 

por la vida, entonces la sanción impuesta coincide con la pretensión 

punitiva del Ministerio Público. 
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CONCLUSIONES 

 

1. Que, respecto de la necesidad racional del medio empleado, la norma se 

está refiriendo específicamente a la forma y circunstancias en la que el 

agredido ejerce su defensa precisando el legislador que ésta defensa debe 

de ser necesaria, entendiéndose por necesaria que ésta sería la única 

forma que tenía el agredido de protegerse; y racional referida a la acción 

que utiliza el agredido para repeler el ataque en el sentido que ésta debe 

de ser lo menos dañosa posible. 

2. Que, la Constitución Política del Estado, en su artículo 2° inciso 23), 

considera como derecho fundamental la legítima defensa, sin embargo no 

la desarrolla por tratarse de una ley marco, sin embargo el código penal 

establece los parámetros de su aplicación como aparece en su artículo 20° 

inciso 3), descartando la antijuricidad o ilegalidad de la conducta típica al 

no haberse creado un riesgo prohibido susceptible de sanción penal, 

presentándola más bien como una respuesta de autoprotección frente a 

conductas reprochables por la ley penal, dicha respuesta debe darse ante 

la posible afectación de un bien jurídico protegido por ley, sea propio o 

ajeno a efectos de que configuren las causas de justificación. 

3. Que, conforme se aprecia en el recurso de nulidad materia de análisis, se 

tiene claramente establecido que el encausado no actuó dentro de los 

lineamientos que configure la legítima defensa, ya que este actuó con un 
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total desprecio por la vida al no presentar reparos en dispararle al agraviado 

en la cabeza con un arma de fuego que le ocasionó la muerte. 

4. Conforme al desarrollo de los hechos y atendiendo a la narrativa del propio 

procesado, el móvil que finalmente condujo a la muerte del agraviado 

podría haberse presentado en razones de ajuste de cuentas, teniendo en 

consideración la deuda que existía entre ambos, o el de venganza, en razón 

que el agraviado momento previos a la comisión del hecho criminal, había 

fracturado la nariz del procesado producto de una riña. 

5. Que, no obstante a lo mencionado, consideramos  que dentro del proceso 

se advierte que han existido ciertas deficiencias respecto a las pruebas 

aportadas al no tenerse en cuenta que no se practicó en el encausado la 

prueba de absorción atómica, el registro de cámaras de seguridad del lugar 

de los hechos, la procedencia del arma homicida y la pericia balística que 

consideramos de suma importancia por cuanto hubieran coadyuvado al 

mejor esclarecimiento de los hechos a efectos de generar mayor convicción 

y mejor motivación para la expedición de la resolución judicial materia de 

análisis. 

6. Que, el tribunal supremo analizó en la presente resolución, las 

circunstancias en las cuales se puede invocar la causa eximente de 

responsabilidad penal, vale decir legítima defensa, toda vez que no existió 

evidencia que el occiso previo a los hechos de su muerte, haya agredido 

real y eficazmente al sentenciado, por lo que no configura ninguna de las  

causas de justificación, por el contrario, durante el proceso quedó 
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establecido que el procesado apuntó en la cabeza con un arma de fuego al 

agraviado disparándole y ocasionando su muerte, no configurándose la 

legitima defensa invocada por el procesado. 

7. Que, a nuestro entender pese a la declaración incriminatoria de sólo un 

testigo presencial, considero que la prueba actuada en el presente proceso 

no resulta ser suficiente, por ende la motivación y justificación de la misma 

resulta ser endeble; en ese sentido, considero que la suprema corte debió 

de declarar la nulidad de todo lo actuado y debió ordenar se practiquen las 

pericias que hemos comentado y se recaben los medios de prueba que 

hemos mencionado a efectos de enervar cualquier indicio de no 

responsabilidad del imputado.  
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RECOMENDACIONES 

 
1. Que, el encausado invocó la aplicación de la legítima defensa en los 

hechos ocurridos a fin de que sea liberado de responsabilidad penal en la 

muerte del agraviado, situación que no se configuraría toda vez que no se 

cumplieron o evidenciaron los tres presupuestos y/o requisitos 

establecidos en nuestro ordenamiento jurídico, en consecuencia la 

justificación o eximente de responsabilidad penal formulada dentro del 

proceso por parte del imputado,  no causó certeza ni convicción al 

juzgador para que se configure como legítima defensa su acto ilícito, 

debido a que las pruebas periciales y los órganos de prueba y otros así lo 

demuestran. 

2. Que, por la necesidad del medio empleado para impedirla; tenemos que, 

de la pericia de absorción atómica realizada al agraviado, su resultado fue 

negativo para bario, antimonio y plomo, es decir, nunca disparó el arma 

homicida, por ende, el procesado no tenía la necesidad primero de 

despojar y utilizar el arma en contra del occiso y menos dispararle a la 

cabeza. 

3. Que, por la falta de provocación suficiente, de la declaración instructiva 

del procesado, así como de las testimoniales descritas en la sentencia 

materia de análisis, no se evidencia que el occiso haya agredido al 

procesado salvo la referencia que éste último hace respecto de una 

fractura en la nariz supuestamente ocasionada por el occiso, por ende, no 

se evidencia que haya existido una provocación o ataque que justifique la 

reacción del procesado. 
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ANEXOS 

Anexo 1.- Evidencia de similitud digital 

El presente instrumento será proporcionado por la Universidad Peruana de 

Ciencias e Informática. 
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Anexo 2.- Autorización de publicación en repositorio 

Los autores del presente trabajo autorizamos a la Universidad Peruana de 

Ciencias e Informática a publicar el presente trabajo en el repositorio de la 

Universidad. 
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